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2.1.1 
Beneficios fiscales en el IBI por empadronamiento

Se trata de una cuestión que ya fue sometida a nuestra consideración en ejercicios 
pasados y que se traduce en la recepción de quejas presentadas por personas que 
consideran discriminatorio que se establezcan cuotas diferentes en el IBI en función 
de la condición o no de empadronado en el municipio del sujeto pasivo del tributo.

Este asunto ha sido planteado principalmente en relación a municipios ubicados en 
la provincia de Málaga, especialmente en la zona de la Costa del Sol, aunque tenemos 
noticias de que este diferente trato a empadronados o no empadronados se aplica 
igualmente por parte del Patronato de Recaudación Provincial, dependiente de la 
Diputación Provincial de Málaga, tras la aprobación de unas denominadas Bases para la 
concesión de ayudas municipales para el Fomento de la Obligación Tributaria derivada 
del IBI.

La razón aducida para este deferente trato tributario no es otro que la pretensión 
municipal de fomentar el empadronamiento en el término municipal de las personas 
que tienen propiedades inmobiliarias en el mismo, como una forma de acrecentar 
los ingresos municipales, mediante un incremento de las transferencias de recursos 
que se reciben de las Administraciones del Estado y de la Comunidad Autónoma en 
función de la variable poblacional. 

Del análisis de las quejas tramitadas en relación con la protección y la promoción 
de los derechos de los contribuyentes, se deduce que la mayoría de las denuncias 
guarda relación con la gestión tributaria de las Administraciones Locales, siendo 
menos numerosas las que afectan a la Administración Autonómica. 



72 Informe Anual DPA 2014 ADmInIstrAcIones PúblIcAs, ADmInIstrAcIones trIbutArIAs y orDenAcIón económIcA

Así, queja 09/5662, queja 
12/4934, queja 12/7093, queja 
13/1697, queja 13/1883, queja 
13/5118, queja 10/5524, queja 
11/4886, queja 11/502 y queja 
13/1952.

Todos y cada unos de los expe-
dientes de queja que se indican 
presentaban un hilo argumental 
coincidente, las personas inte-
resadas en ellos, no empadro-
nados en los mismos, venían a 
exponer que se consideraban discriminadas respecto de los vecinos empadronados 
en relación a las ayudas, subvenciones o bonificaciones que otorgan los municipios 
referidos respecto al Impuesto de Bienes Inmuebles (IBI).

Respecto del fondo del asunto, se nos informaba desde los ayuntamientos que el 
requisito de estar censado en el Padrón de Habitantes del municipio para ser beneficiario 
de la rebaja en la cuota tributaria venía expresamente recogido en las Ordenanzas 
Municipales, ya fuese en la Ordenanza Fiscal Reguladora del tributo o en la Ordenanza 
General de Subvenciones.

Nuestra intervención tuvo por objeto dilucidar si la ayuda contemplada en la Ordenanza 
Fiscal resultaba constituyente de un supuesto legítimo de subvención o si, por el 
contrario, se trataba de un beneficio fiscal encubierto bajo la apariencia de una medida 
de fomento. Para ello, debimos proceder al estudio y análisis del régimen jurídico de 
aplicación, con la intención de determinar los distintos supuestos en que legalmente 
resultaría procedente el establecimiento de beneficios fiscales en los tributos locales. 
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Asimismo, nos centramos en el examen de la normativa sobre subvenciones para 
determinar las posibilidades de aplicar esta medida de fomento en el Impuesto de 
Bienes Inmuebles.

A este respecto, el artículo 9 de Real Decreto Legislativo 2/2004, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales establece con carácter 
general para todos los tributos locales el principio de reserva de Ley en materia de 
beneficios fiscales, e idéntica reserva de Ley se establece en el  articulo 8.d), de la Ley 
58/2003 de 17 de diciembre, General Tributaria. Dicha reserva de ley se concreta en 
el caso del IBI en los beneficios específicamente establecidos en los artículos 73 y 74 
del TRLHL.

A este respecto, ninguno de los beneficios incluidos en este precepto ampara la po-
sibilidad de minorar la cuota tributaria del Impuesto de Bienes Inmuebles en función 
del hecho de estar empadronado en el municipio el sujeto pasivo del impuesto. Sin 
que, por otro lado, la potestad de las Administraciones Locales en relación con la 
actividad de fomento pueda extenderse al otorgamiento de ayudas o subvenciones 
cuyo objetivo último sea el establecimiento de beneficios fiscales, por quedar dicha 
posibilidad proscrita por el art. 2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones.

Asimismo, consideramos oportuno traer a colación la doctrina jurisprudencial en la 
materia, por cuanto refrenda de forma clara el posicionamiento de esta Institución en 
relación con este asunto. Así, podemos citar la Sentencia del Tribunal Supremo, de 12 
de julio de 2006 (RJ/2006/6166TS) y, como resolución mas reciente, la Sentencia núm. 
7130/2012, de 21 de mayo, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía en Granada, interpretando que el reconocimiento en 
virtud de una ordenanza fiscal que carece de rango legal de un beneficio o bonificación 
fiscal sobre un tributo local es una actuación que se revela contraria a derecho.
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A la vista de ello, nos hemos visto obligados a formular 
Resolución en las quejas referenciadas, de idéntico tenor en 
todas ellas en cuanto a las argumentaciones y en cuanto al 
sentido de nuestras peticiones, concretadas en lo siguiente: 

Recordatorio de los deberes legales establecidos en los 
preceptos legales referenciados en el cuerpo de la resolución. 
Y Recomendación  en el sentido de que de conformidad 
con la legislación vigente en materia tributaria, y la posición 
mantenida al respecto por el Tribunal Superior de Justicia de 
Andalucía, se adopten las medidas que resulten necesarias 
en aras a reconocer el mismo tratamiento fiscal en el 
Impuesto de Bienes Inmuebles a los titulares de inmuebles 
en el municipio, con independencia de su condición de 
empadronados o no. 

La respuesta recibida a las Resoluciones formuladas ha sido 
mayoritariamente negativa, al negarse los Ayuntamientos 
interpelados a aceptar nuestras peticiones y dar un trato 
igualitario a los sujetos pasivos con independencia de 
su condición o no de empadronados en el municipio. En 
consecuencias, dada nuestra carencia de poderes coer-
citivos, procedimos a acordar la inclusión del expediente 
en el Informe Anual, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 29.2 de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del 
Defensor del Pueblo Andaluz.

La respuesta 
recibida a las 
Resoluciones 
formuladas 
ha sido 
mayoritariamente 
negativa, al 
negarse los 
Ayuntamientos 
interpelados a 
aceptar nuestras 
peticiones y 
dar un trato 
igualitario a 
los sujetos 
pasivos con 
independencia 
de su condición 
o no de 
empadronados 
en el municipio.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/le-pedimos-al-ayuntamiento-el-mismo-trato-en-el-cobro-del-ibi-personas-no-empadronadas

